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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor del interno OSCAR LEÓN HENAO RIVERA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día dieciséis (16) de marzo de dos mil seis (2006), por medio del cual se le negó el sustituto de la prisión domiciliaria.
1.- PROVIDENCIA 

El señor Juez ejecutor de la pena, concluyó que no era posible conceder la prisión domiciliaria deprecada, dado que según la visita socio-familiar realizada por la Trabajadora Social, el señor OSCAR LEON HENAO RIVERA no reunía las condiciones para ser catalogado como padre cabeza de familia. Si bien era cierto, tenía un hijo de catorce (14) meses, el niño no se encontraba desprotegido ya que sus abuelas materna y paterna lo tenían bajo su protección y cuidado, eran las personas que suplían las necesidades afectivas y contaban además con la ayuda económica de la madrina y de un primo.
Por demás, en lo que hacía con el desempeño personal, familiar y social, no se podían desconocer las connotaciones particulares del delito, de suma gravedad, por haberse puesto varias personas de acuerdo para atentar contra el patrimonio económico, poniendo en peligro la integridad y la vida de las personas que allí se encontraban, debido a la utilización de un arma de fuego en  la ejecución del hecho. Por tanto, se estaba frente a una personalidad que no presentaba el mínimo respeto por sus demás congéneres, ni por los valores que deben orientar a los integrantes de una sociedad.

2.- RECURSO 

El profesional que vela por los intereses del recluso, sostiene que no existe discusión alguna en cuanto que el niño se encuentre al cuidado de sus dos abuelas, empero, considera que los menores deben estar al cuidado de sus padres, quienes son los llamados a responder por sus hijos, tienen la obligación de velar por la manutención y el cuidado personal, además, el amor de padre nadie lo puede reemplazar. Las abuelas están al cuidado del menor no porque quisieran, sino por las circunstancias de abandono en que quedó; son personas de avanzada edad, con constantes enfermedades, lo que impide un buen desempeño en el cuidado del bebé, amén de tener una responsabilidad que no les corresponde.

Invoca el contenido del artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que reconoce a todo niño el derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiera, tanto de su familia como de la sociedad y el Estado, así como la norma del artículo 6º del Código del Menor, que predica que todo menor tiene el derecho de crecer en el seno de su familia y la obligación del Estado  de fomentar el bienestar de la familia como núcleo fundamental de la sociedad, sin que pueda ser separado de su familia sino en las circunstancias especiales definidas en la ley y con la sola finalidad de protegerlo.
Afirma que el conglomerado social no se vería afectado con el sustituto, toda vez que se allegaron firmas de los vecinos del sector donde reside el señor HENAO RIVERA, donde se indica que se trata de una persona seria, cumplidora de sus deberes, buen vecino y en ningún momento colocará en peligro a la comunidad. Señala que desde la ocurrencia de los hechos hasta captura de su prohijado transcurrió un buen tiempo durante el cual se comportó correctamente, empezó a trabajar y desde entonces no se tiene noticia de haber actuado en contra de la ley.

Hace alusiones sobre la desproporción existente, cuando a otras personas que han cometido delitos más graves, se les ofrecen beneficios y garantías, al punto que si entregan las armas les perdonan todos esos comportamientos, mientras a otras como aquí acontece, se le da un trato desigual, cuando se le estigmatiza y se pregona de ella su peligrosidad.

Estima que de todas maneras, la situación jurídica del interno en nada cambia y que solo varía el sitio de reclusión, de la cárcel a su casa. Con todo, considera que su defendido cumple los requisitos exigidos en la Ley 750 de 2002 para acceder a la prisión domiciliaria, decisión que pide de la Sala, así como prescindir de imponerle caución prendaria, pues por el tiempo que lleva detenido es imposible prestar alguna caución y su familia no se encuentra en condiciones para hacerlo.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Para la Sala es claro, tal como lo entendió el señor Juez de primer grado, que el meollo de la situación que ha sido puesta a su arbitrio, consiste en determinar si el señor OSCAR LEON HENAO RIVERA reúne las condiciones para ser considerado padre cabeza de familia y por consiguiente, estudiar la viabilidad de concederle el mecanismo sustituto de la prisión domiciliaria.
Paso obligado entonces será confrontar si la situación del interno, satisface la hipótesis legal consagrada en el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, del siguiente tenor:

“…entiéndese por mujer cabeza de familia, quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar…”
Como vemos, las visita socio-familiar practicada dejó entrever que si bien es cierto la situación del menor no es la mejor, habida cuenta de que lo ideal sería que estuviera con su padre y su madre, no lo es menos que no se encuentra en un estado de desprotección que haga imperativa la concesión de la casa por cárcel. Es evidente que aquí no se está frente a esa “deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar” contemplada en la norma transcrita. No podemos olvidar que se busca precisamente proteger al menor y que en esa dirección, sólo podrá considerarse madre o padre cabeza de familia a aquellas personas que de manera exclusiva velan y atienden las necesidades de los menores o personas incapaces o incapacitadas -hacia quienes en realidad está dirigida la protección-, por carecer de esposa, compañera permanente u otra persona que colabore con tales menesteres.
Así las cosas, el niño no se encuentra desprotegido dado que cuenta con el apoyo de sus abuelas, de un primo y de su madrina, personas que hacen parte de la familia del menor, lo cual es indicativo de que el infante no ha sido separado de su grupo familiar y por ende, no puede hablarse de la trasgresión de normas del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ora del Código del Menor, en los términos aludidos por el señor defensor recurrente. 
En esas condiciones, el señor HENAO RIVERA no goza de la calidad de padre cabeza de familia y por consiguiente no se hace acreedor a la concesión de la prisión domiciliaria, porque además, contrario a lo manifestado por el togado, el análisis que corresponde hacer respecto de la personalidad del procesado es ex ante,  al momento de comisión de los hechos, no ex post, sin que pueda catalogarse que tal pronóstico se realice desde el punto de vista de la peligrosidad, porque no se hace cosa diferente que satisfacer una de las exigencias que hace la Ley 750 de 2002, consistente en corroborar que el solicitante del beneficio, no pondrá en peligro a la comunidad o las personas a su cargo.
Desde esa óptica, lo que aquí permea es que se actuó sin estupor alguno y sin el más mínimo respeto por los valores que permiten que las personas convivan armónicamente en sociedad, dado que se puso en peligro sin ninguna necesidad la integridad y la vida del señor JAVIER ZULUAGA VÁSQUEZ, ofendido con el actuar criminal, a quien aparte de ser amedrentado con arma de fuego, se le amarró y se le despojó de bienes que previamente habían sido “empeñados” por el sentenciado, así como de otros de su propio pecunio. Por manera, que no puede a la hora de ahora, considerarse que el sentenciado sea una persona que está preparada para convivir en la comunidad a la que defraudó con su accionar. Con los elementos de juicio hasta ahora existentes, no es posible realizar un pronóstico positivo acerca de que es persona que no pondrá en peligro a la sociedad, por lo cual se hace necesario que la sanción impuesta la continúe descontando en el centro de reclusión.
Son estas las razones por las cuales la Sala confirma la providencia impugnada.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, objeto de apelación. 
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